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Bolivia ha sido y es un país con un Estado

relativamente débil y una sociedad civil fuerte

cuyas raíces se encuentran en las tradiciones

comunitarias de la sociedad campesina andina, en

su larga historia de resistencia a la invasión de

valores ‘occidentales’ como la propiedad privada,

el individualismo y el lucro.

John Crabtree, Perfiles de la protesta,

Fundaciones PIEB y UNIR, diciembre de 2005.
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I. Introducción

Bolivia es un Estado débil con una sociedad civil diná-

mica. El funcionamiento, en general precario, de las

diferentes fases del Estado boliviano desde su inde-

pendencia en agosto de 1825 hasta hoy, ha sido des-

baratado una y otra vez por incontenibles rebeliones

populares capaces de derrocar un gobierno tras otro.

Las elecciones del 18 de diciembre de 2005 supusie-

ron un momento histórico para el país al resultar ele-

gido por mayoría absoluta el primer presidente indí-

gena de la historia bajo el lema de la refundación del

Estado, en un país cuya población mayoritariamente

indígena lleva siendo excluida durante siglos.1

Bolivia llama poderosamente la atención internacio-

nal. Para algunos países, como España, Brasil y

Argentina, debido a las nacionalizaciones de los

hidrocarburos que el Presidente Morales ha realiza-

do y que han obligado a las compañías petroleras a

renegociar los precios a los que compran el crudo y el

gas, así como las tasas de beneficio que obtienen por

las concesiones para la explotación. En este campo,

Bolivia ha pasado a ser uno de los actores del debate

global sobre el petróleo y el gas, sus precios, el posi-

ble agotamiento en el futuro y la utilización política

de estos recursos. Este debate implica a proveedores,

desde Venezuela a Irán pasando por Angola y Arabia

Saudita, a compradores en todo el sistema interna-

cional, así como a organizaciones multilaterales y la

sociedad civil.

Para otros países, especialmente en América Latina,

Bolivia llama la atención debido a la influencia que

pueda tener el programa político de Morales, que

combina la recuperación de recursos con una aten-

ción a los derechos de los pueblos indígenas y el

intento de reformular la tenencia de la tierra. Por

último, Bolivia llama la atención de Estados Unidos,

que tiene a este Estado en la lista de países produc-

tores de cocaína, al tiempo que se preocupa por las

características y de izquierdas del gobierno de

Morales.

Este informe presenta los desafíos estructurales a

los que se enfrenta Bolivia en esta nueva etapa de

gobierno popular que representa por primera vez al

sector indígena desplazado y que pretende reformar

el Estado y revertir la desigualdad. Al mismo tiem-

po, existe una fuerte tensión sobre la unidad del

Estado y el país se encuentra en el centro de la cues-

tión energética global. Ante esta situación es impor-

tante analizar el papel que la comunidad internacio-

nal puede tener en apoyar la transición a la demo-

cracia y la justicia social en ese país tan empobreci-

do y segregado.

Las oportunidades de éxito son complejas pero posi-

bles en el largo plazo ya que se trata de un país rico

en recursos que ha iniciado el proceso para que los

beneficios de sus hidrocarburos se dirijan a su propio

desarrollo, y que no se halla sometido a un conflicto

bélico. La puerta a la mejora está abierta y es res-

ponsabilidad de los actores locales y la comunidad

internacional cooperar para que estas circunstancias

propicias deriven en una reducción efectiva de la

pobreza, como primer paso adelante. Al mismo tiem-

po, la fuerza y multiplicidad de la sociedad civil  y la

descentralización del Estado que se llevó a cabo en la

última década son dos factores paradójicos: a la vez,

signos de democratización pero que pueden operar en

contra del Gobierno Morales si diversos actores no

consideran que está respondiendo a sus demandas.

La crisis-transición en la que se halla el Estado boli-

viano se puede entender en torno a las relaciones

Estado-mercado, Estado-regiones y Estado-pueblos

indígenas.2 Se trata del país más pobre de

Sudamérica y el Banco Mundial indica que es el que

tiene mayores problemas de distribución de riqueza

de la región. La desigualdad alcanza niveles alarman-
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1 La refundación del Estado, concepto clave en el proceso de
reforma actual en Bolivia y en este informe, se refiere al proyecto de
volver a construir el Estado boliviano desde los cimientos, tratando de
instaurar un nuevo modelo de organización estatal que sintetice las
tendencias de las corrientes liberal-occidental e indigenista.

2 Entrevista con Fernando Mayorga, director general del Centro
de Estudios Superiores Universidad Mayor de San Simón,
Cochabamba.



tes: mientras el 20 por ciento de la población más

pobre cuenta con una tasa de mortalidad infantil más

alta incluso que las de Haití, Kenia, Nigeria o

Camerún, el 20 por ciento más rico de los bolivianos

tiene tasas que se equiparan a las del mundo de-

sarrollado.

Respecto a las cifras relativas a la pobreza, el 14,4

por ciento de la población vive con menos de un dólar

al día, mientras que un 34,3 por ciento lo hace con

dos dólares diarios.

El desempleo también es una cuestión preocupante

en Bolivia y los datos que se manejan indican que

abarcaba a un 8,7 por ciento de la población econó-

micamente activa en 2004, según el Instituto

Nacional de Estadísticas (INE).

II. Raíces de la crisis

Colonia y explotación indígena

El principal problema no resuelto en Bolivia y obsta-

culizado durante siglos ha sido, y sigue siendo, la

emancipación de los pueblos indígenas y de los nue-

vos excluidos rurales y urbanos (generalmente coinci-

dentes). Desde los tiempos de la colonia, los indíge-

nas han sido tratados como un sector marginal: dos

repúblicas separadas caracterizadas por relaciones

coloniales de dominio y explotación económica fueron

el modelo que se implantó al comienzo del período de

ocupación y conquista españolas.

En 1532 Francisco Pizarro llegó a Bolivia encon-

trando al Imperio Inca debilitado por la muerte de su

emperador Huayna Capac que había gobernado

durante 34 años, y la cruenta guerra por el liderazgo

que debilitó el Imperio hasta el punto que pudo ser

derrotado por un contingente de tan solo 168 invaso-

res españoles. Algunos historiadores sostienen que la

vida de los indios no cambió radicalmente con el paso

del dominio inca al dominio español, sin embargo

otros han enfatizado el carácter explotador de la

corona española. En particular, la encomienda y la

versión colonial del sistema de la mita son dos insti-

tuciones que reflejan con claridad el sometimiento

mediante el que se redujo a los indígenas durante

siglos.3

Los tradicionales ayllus y pequeñas poblaciones asen-

tadas en poblados fueron reagrupados durante el

tiempo colonial en reducciones que concentraron a la

dispersa población indígena en asentamientos más

grandes para organizar mejor su trabajo en beneficio

de los colonos. Esto ocasionó la destrucción de la

cohesión de comunidades originarias e incluso fue la

causa de violentos conflictos entre diferentes grupos

indígenas. De este modo, las brechas entre los deno-

minados pueblos originarios y entre nuevos coloniza-

dores y pobladores originarios se convirtieron en un

problema arraigado en Bolivia que perdura.

La realidad es que el territorio colonial español que

sería en el futuro la República de Bolivia fue una tie-

rra de revolución desde su nacimiento, con las insur-

gencias revolucionarias que dieron a Bolivia la inde-

pendencia soberana en 1825 tras años de guerra, la

Revolución Nacional (1952-1964) y el actual

Gobierno de espíritu nacionalista e indigenista que

trata de “unir varias corrientes ideológicas en el ideal

de una Bolivia inclusiva y productiva, mediante el

MAS, que se define no como un partido sino como

instrumento político para la soberanía de los pue-

blos”.4

El apoyo a este movimiento que surgió de las organi-

zaciones sindicales cocaleras del Chapare durante los
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3 La mita, sistema originado por la civilización aymara y resca-
tada por los incas, fue reinstaurada en 1570 por el Vicerrey de Lima,
Francisco de Toledo, degenerada en un sistema racista de vasallaje
mediante el cual los indios trabajaban gratis para el Estado y empre-
sas privadas en agricultura y minería de plata. Fue abolida en 1825
por Simón de Bolívar. La encomienda asignaba derechos a los coloni-
zadores sobre los indígenas, siendo el encomendero el encargado del
bienestar espiritual del indio, quien le pagaba mediante el trabajo gra-
tuito y la cesión de sus tierras comunales.

4 Entrevista con D. Antonio Peredo Leigue, Senador por el
Movimiento al Socialismo (MAS) en el Parlamento, La Paz, mayo de
2006.



años de la represión armada al cultivo de la coca

(única alternativa de supervivencia de muchos boli-

vianos y hoja sagrada para los pueblos indígenas)

proviene fundamentalmente de los movimientos

sociales formados por indígenas y pobres.

Población de 15 años o más, según 

autoidentificación con pueblos originarios 

o indígenas

Categorías Casos %

NO APLICA 1.444.927 28,46 

QUECHUA 1.343.467 26,47 

AYMARA 1.221.786 24,07 

GUARANI 22.357 0,44 

CHIQUITANO 4.382 0,09 

MOJEÑO 4.080 0,08 

OTRO NATIVO 23.399 0,46 

NINGUNO 1.011.853 19,93 

Total 5.076.251 100,00 

Fuente: Instituto Nacional de Estadística (INE), Censo de
Población y Vivienda 2001.

Según el Censo Nacional de Población y Vivienda del

año 2001, el último estudio global disponible, el 62

por ciento de los ciudadanos mayores de 15 años se

auto identifica con pueblos originarios, y la mayoría

de los pobres del país, coinciden con identidades indí-

genas.5 La persistencia de la desigualdad en países

como Bolivia está vinculada en gran medida al factor

étnico y, del mismo modo, la pobreza extrema se con-

centra en áreas rurales de las alturas occidentales,

siendo la diferencia del porcentaje de pobres entre el

departamento de Potosí y el de Santa Cruz del 80 por

ciento al 38 por ciento. Ser indio y ser pobre es gene-

ralmente lo mismo.

El período neoliberal

Desde la independencia hasta 1982 los sucesivos

gobiernos bolivianos fueron represivos, autoritarios y

centralistas. Hacia finales de los años setenta, el país

había llegado a tener un golpe de Estado cada once

meses.6 La tradición de dominación represiva militar

y la economía para las élites fueron una constante en

los gobiernos del país hasta la transición a la demo-

cracia. La Revolución de 1952, que tiene su origen en

la gran movilización política que siguió a la Guerra

del Chaco (1932-1935) y la herencia de la Guerra

Federal de 1898, se enfrentó a una represión militar

constante que mantenía el poder y los privilegios de

las clases más altas. Desde entonces, la sociedad civil

(entonces no denominada así) pasó a tener una

importancia crucial en la historia boliviana y ha sido

motor de cambios.

La transición democrática de 1982 introdujo en

Bolivia la Nueva Política Económica (NPE) que

entró en vigor en 1985 bajo el Decreto Supremo

21060. La conversión al liberalismo bajo las directri-

ces del denominado Consenso de Washington, llevada

a cabo por una serie de gobiernos de tinte conserva-

dor y liberal, obligó a desmantelar todas las funciones

productivas del Estado para reformar al país andino

conforme a las normas del neoliberalismo vigente. Se

llevaron a cabo privatizaciones a gran escala de

empresas estatales hasta enmarcar el país en el

modelo de libre mercado, bajo la suposición de que la

mano invisible actuaría de forma beneficiosa sobre el

Estado corrupto que ahogaba a Bolivia.7 Sin embar-

go, analistas y ciudadanos bolivianos cuestionan la

efectividad, la legitimidad y la viabilidad de este

modelo impuesto desde fuera a una sociedad plural,

multiétnica y extremadamente pobre. Numerosos

analistas y ciudadanos en general consideran que esa

liberalización no hizo nada más que aumentar su
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5 La última encuesta de la Fundación Unir Diversidad cultural
hoy establece que el 68,9 por ciento de los bolivianos se consideran
mestizos, subsanando así la falta del INE que omitió la opción de mes-
tizo en su encuesta nacional.

6 Bolivia llegó a alcanzar un récord mundial de golpes de Estado
llegando a un total de 189. Ver Michael Radu, ‘The End of Bolivia?’,
e-note FPRI, Washington D.C., Foreign Policy Research Institute, 25
de diciembre de 2005, www.fpri.org

7 Se cedieron a empresas extranjeras la electrificación, los ferro-
carriles, la gestión aeroportuaria, la aerolínea LAB y la compañía
YPFB: cinco empresas estratégicas.



pobreza y la inequidad en el país más pobre de

Sudamérica. Las reformas impuestas por los técnicos

del libre mercado lograron una estabilidad monetaria

mediante programas de ajuste estructural que reper-

cutió favorablemente en el crecimiento macroeconó-

mico (y en los beneficios de empresas extranjeras),

pero que generó un aumento de la pobreza y la eco-

nomía informal, disminuyendo el empleo regulado y la

relevancia del papel del sistema sindical tradicional

bolivianos.8

Entre 1985 y 2000, Bolivia pasó por un período de

estabilidad económica bajo la doctrina liberal imple-

mentada por los tres partidos tradicionales (Alianza

Democrática Nacionalista, Movimiento de Izquierda

Revolucionaria y Movimiento Nacionalista

Revolucionario) que gobernaron mediante coaliciones

de gobierno. Este sistema de gobierno por alianzas se

conoció como “democracia pactada”. Sin embargo

las bondades que el mercado libre iba traer al Estado

se materializaron en un crecimiento de la pobreza y

la inequidad, así como en impotencia estatal para el

ejercicio de la soberanía económica. Resulta coheren-

te, por tanto, que en la sociedad boliviana se asocie de

forma masiva democracia y Estado con políticas neo-

liberales y privatizaciones, y que los sectores más des-

favorecidos entiendan que el camino a la mejora no

puede coincidir con el modelo de organización políti-

ca occidental que tan poco les ha aportado.

Del mismo modo, la década de los 90 fue de fuerte

injerencia política exterior –principalmente de

Estados Unidos y debido a la “guerra contra las dro-

gas”-, lo cual, entre otras cosas, contribuyó fuerte-

mente al cuestionamiento de la democracia boliviana.

III. Un Estado en
discusión

La idea de que el Estado en Bolivia no existe o no

funciona es muy extendida en la sociedad. Además, el

debate sobre qué tipo de Estado hay y las razones por

las que es deficiente para proveer seguridad y bienes

a sus ciudadanos, y garantizar derechos universales es

tan amplio como son diferentes las opiniones.

Las percepciones internas sobre el Estado boliviano

varían entre quienes lo consideran inexistente, los que

quieren refundarlo para construir una alianza de

naciones indígenas, y los que consideran que hay un

Estado moderno que precisa una forma moderna de

gobierno. Para una parte de la población indígena,“el

Estado es el municipio” -la estructura de poder más

cercana y que ha pasado a ser gestionada por repre-

sentantes indígenas en la última década, como indica

el sacerdote catalán Mauricio Bacardit que vive en

Bolivia desde hace cinco décadas.9 Pero el Estado es

también, para los pueblos indígenas, las tierras comu-

nales.

Por su lado, la politóloga Anita Lema considera que

el Estado boliviano no necesita una refundación sino

que es una entidad en formación, todavía no consoli-

dada. En este sentido coincide con el Programa de

Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), que

considera que el país está en un proceso de auto

transformación y autodeterminación.10 En los últi-

mos 20 años ha habido reformas en el campo tribu-

tario, de participación popular, el narcotráfico y el

poder local, que indican esa evolución. Además, hay

una doble realidad: para algunos sectores sociales el

Estado es corrupto, abusivo y símbolo de la opresión.

Para otros, es inexistente, por ejemplo, para las

poblaciones amazónicas. Para un tercer sector, el
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8 Dirk Kruijt, ‘Bolivia. Pasado de problemas, ¿Futuro de esperan-
zas?’, Anuario CIP 2006 Poder y Democracia. Los retos del multila-
teralismo, Madrid: Centro de Investigación para la Paz (CIP-
FUHEM), 2006.

9 Entrevista con los autores, Santa Cruz, 27 de mayo de 2006.
10 PNUD, Situación y Perspectivas Político-Económicas de

Bolivia. Balance de la Transición, La Paz, 2004.



Estado existe pero es cuestión de ponerlo a trabajar

en determinada dirección. Por último, una tendencia

pide que el Estado se descentralice y permita un

amplio margen autonómico a las regiones.

La Ley de 1994 de Participación Popular impulsó la

municipalización del territorio. En Bolivia hay 327

municipios con presupuestos participativos, un mode-

lo mucho más conocido por la ciudad de Porto

Alegre, en Brasil. Carlos Molina, especialista en tra-

bajo local, considera que este país está muy adelan-

tado en desarrollo local y en la participación social

no partidaria que ha producido una apropiación o

empoderamiento de la ciudadanía y sus recursos. El

desarrollo de la sociedad civil ha permitido que un 42

por ciento de ciudadanos que estaban calificados

como rurales y no votaban, ahora voten. En parte,

ellos han llevado a Evo Morales al poder.11 En la

misma dirección, Esther Balboa, Oficial Mayor de

Desarrollo Humano de la Municipalidad de

Cochabamba, asegura que “la visión del Estado que

tiene el ciudadano boliviano es la Alcaldía” ya que

“se trata del verdadero Estado en Bolivia”.12

El conflicto estructural del Estado boliviano está

situado, de acuerdo con diversos expertos, entre

Nación y Estado. Las tres contradicciones de este

conflicto serían entre el Estado y las clases excluidas,

el Estado y los grupos étnicos, y el Estado y las regio-

nes.13

Dos concepciones de Estado

Bolivia es un Estado plural. Fundamentalmente indí-

gena, pero tradicionalmente gestionado por élites

occidentales y parámetros liberales. Las concepciones

sobre lo que debería ser el Estado boliviano son

variadas, pero las dos corrientes más fuertes y repre-

sentativas podrían resumirse en las visiones enfrenta-

das del Estado del Kollasuyo y el Estado democráti-

co liberal de Bolivia.14

El Estado del Kollasuyo es el Estado indígena.

Basado en hábitos, costumbres y leyes comunitarias

indígenas, tiene su base en el ayllu y rechaza de raíz

la estructura de la democracia liberal occidental que

implica el liberalismo económico, la predominancia

de las leyes del mercado y la propiedad privada. El

ayllu se estructura sobre un sistema de vida en comu-

nidad donde no existe el dinero, se usa el trueque y se

cuida de los otros miembros de la comunidad bajo un

principio de solidaridad.

Según líderes indígenas como Felipe Quispe, “el

ayllu es la salida para no entrar en el capitalismo

donde uno muere de hambre”, por eso tratan de

defender la autonomía indígena para la construc-

ción del nuevo Estado.15 Para los partidarios de

este modelo, la Asamblea Constituyente supone una

oportunidad histórica para la refundación del

Estado, que debería incluso cambiar su nombre para

volver al que usaban los pueblos originarios. Éste es

un Estado que vive dentro de Bolivia y que practica

formas sociales y económicas alternativas desplega-

das por las comunidades indígenas que no ha encon-

trado el modo de vivir en un modelo económico de

libre mercado.

La cultura indígena entiende el Estado como algo

más real que la concepción occidental de Estado. Del

mismo modo que la religión indígena está más ape-

gada a la dimensión física (la tierra, el cielo, el agua,

el fuego), el movimiento indígena espera el Estado

que vendrá. Así el Pachakuti (“el tiempo volverá”),

tiene la creencia que, al igual que hace casi 500 años

los españoles invadieron Bolivia y dieron la vuelta a

todas las estructuras, se estaría viviendo un ciclo de

500 años que terminará en 2032. A partir de enton-

ces, cambiará  el funcionamiento de las estructuras

dando paso al verdadero Estado indígena.
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11 Entrevista con los autores, Santa Cruz, 27 de mayo de 2006.
12 Entrevistas con los autores, Cochabamba, 22 de mayo de

2006.
13 Entrevista con la politóloga Dunia Sandoval, Santa Cruz.

14 Kollasuyo: antiguo nombre que recibía la región andina que
ahora es Bolivia.

15 Entrevista con Felipe Quispe, La Paz, 26 de mayo de 2006.



La otra concepción estatal, defendida por la élite cru-

ceña, busca una Bolivia incorporada a las leyes de la

globalización y estructurada según el modelo de

Estado occidental. Es un liberalismo democrático que

busca la declaración de Bolivia como Estado mesti-

zo, y no indígena. Se opone, como los indígenas, al

modelo de Estado centralista, pero aboga por un

Estado de autonomías departamentales (en contra-

posición a las autonomías indígenas). Otro de los ele-

mentos fundamentales de esta concepción de Estado,

central y defendido a ultranza por los estandartes del

modelo liberal, es la defensa de la propiedad privada.

Ambos modelos se oponen al centralismo, pero cada

uno propone un modelo diferente de descentralización

y, en suma, no existen propuestas concretas sobre cuál

es el Estado viable hacia el cual Bolivia debe dirigirse.

La intolerancia y la confrontación entre ambas visio-

nes de Estado, producción y organización social preci-

pitan la crisis ya presente del Estado y la frustración

de un proyecto nacional boliviano. La tensión entre el

comunitarismo y el liberalismo democrático vive en el

corazón de la crisis de Bolivia y sigue sin encontrar un

camino de convivencia. El mayor reto de gobierno de

Evo Morales consiste en encontrar una vía a medio

camino que dé lugar a un Estado incluyente, al tiem-

po que no defraude de raíz a ninguno de estos dos gru-

pos ideológicos, capaces de transformar la fractura

social en conflicto violento. Una tarea difícil para la

que precisa recursos y capacidad de negociación.

En este sentido se enmarca la teoría del

Vicepresidente del Movimiento al Socialismo (MAS),

Álvaro García Linera, que podríamos entender como

el tercer modelo de Estado, una vía intermedia que

combine las cuatro plataformas productivas que viven

dentro de Bolivia: moderna industrial, urbano-artesa-

nal, campesina comunitaria y amazónica (caza, pesca

y otras actividades). Anteriormente estos eran cuatro

modelos sociales y productivos atomizados y jerar-

quizados. El tercer modelo organizativo del MAS

pretende que convivan. Linera defiende un Estado

multicultural, social y comunitario, regulado por un

capitalismo andino, que define como un régimen capi-

talista con una fuerte articulación entre las potencia-

lidades indígenas, familiares y campesinas en torno a

un proyecto de desarrollo nacional y de moderniza-

ción productiva. Aboga por un Estado fuerte, capita-

lista, que cuente con un cuarto poder representado

por los movimientos sociales, que viva la revolución

como un proceso medido con la eficacia de la admi-

nistración de las transformaciones y fortalecido a tra-

vés de los hidrocarburos, la inversión extranjera,

inversión local privada, economía microempresarial,

familiar artesanal y comunitaria. La idea es “transfe-

rir una parte del excedente de los hidrocarburos

nacionalizados para potenciar el papel de las formas

de auto organización, auto gestión y desarrollo

comercial propiamente andinas y amazónicas”.16 De

hecho, un cinco por ciento de los beneficios que se

obtienen de la venta de hidrocarburos se destinaban,

antes de la llegada de Morales al poder, al desarrollo

de las comunidades locales, factor que ha dado más

poder a los ayuntamientos y que ha acelerado las ten-

dencias autonomistas y anticentralistas.

Pero esa transmisión de recursos no es ni será senci-

lla con los mecanismos tributarios existentes, que

oscilan entre la ineficiencia y la corrupción, con una

tradición de “técnicas de evasión” como lo define

José Nogales, director del diario La Voz, de

Cochabamba.17 El 80 por ciento de la población no

tributa, unos por ser pobres, otros por ser ricos y una

buena parte porque no existe la estructura estatal

para que lo hagan. La economía informal ocupa un

amplio margen, de alrededor del 70 por ciento del

producto nacional bruto, algo que complica inmensa-

mente cobrar impuestos.

La viabilidad de este tercer modelo de Estado, y la

correcta asimilación e implementación de las tenden-

cias y estructuras concebidas para sintetizar los ele-

mentos de los Estados liberal occidental y del

Kollasuyo, será determinante para la estabilidad

boliviana a medio y largo plazo.
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IV. El proyecto del
Movimiento al

Socialismo

El Gobierno de Evo Morales y el Movimiento al

Socialismo representan a una importante parte de la

población que ha estado marginada de las decisiones

del Estado, y en buena medida explotada.

Paralelamente, esta realidad se combina con el

importante elemento de la identidad y la cultura indí-

genas.

La intención del Gobierno de Morales desde su cam-

paña en las elecciones generales hasta hoy es reivin-

dicar la necesidad de integración de los sectores polí-

ticamente marginados y económicamente excluidos

mediante una reforma constitucional de raíz y la

redistribución de la riqueza. Su programa se estruc-

tura en torno a dos proyectos concretos: la Asamblea

Constituyente y la Nacionalización de los Recursos.

Para lograr estos dos objetivos se necesitan:

1) Un sistema administrativo institucional que fun-

cione -sistema impositivo eficaz, sistema judicial

independiente y combinado con un férreo sistema

anticorrupción, entre otros;

2) Un pacto con los sectores tradicionalmente posee-

dores de la tierra y otras fuentes de riqueza. Este

pacto se enfrenta a adversidades y obstáculos de

gran importancia por la existencia de barreras de

clase e identidad (racismo);

3) Un pacto con los sindicatos y movimientos socia-

les que han formado y llevado al poder al MAS, y

que ahora le exigen beneficios y resultados tangi-

bles; y

4) Alcanzar tranquilidad en el frente externo interna-

cional. Para ello, Morales debería buscar alianzas

en países europeos y latinoamericanos moderados.

La fuerte alianza con Venezuela sitúa a Bolivia en

la línea de confrontación directa con Estados

Unidos y, dada la ideología política estadouniden-

se actual, esta posición da pie a posibles confron-

taciones que debilitarían y obstaculizarían el pro-

ceso de reforma interno. En general, Estados

Unidos mantiene una posición cautelosa, pero no

de ataque hacia el Gobierno de Morales. En la

medida que Morales está colaborando en la erra-

dicación de la coca (ver más abajo) Washington se

muestra favorable a incluir a este país en la lista

de los que ven favorecidas sus exportaciones hacia

Estados Unidos.

Los primeros pasos

En Bolivia se habla con frecuencia de la refundación

del Estado. La Asamblea Constituyente, el gran pro-

yecto del MAS, tiene como objetivo redactar una

nueva Constitución sobre la que construir una demo-

cracia incluyente. Sin embargo, este proyecto en

torno al cual el Gobierno de Morales articula la

refundación del Estado parece un elemento más dis-

cursivo y político que real, mientras que el verdadero

cambio que supone en la historia boliviana la victoria

electoral del Presidente Evo Morales es la apropia-

ción del discurso gubernamental por parte del pueblo.

Ningún presidente había recibido una mayoría abso-

luta de votos desde 1982.

Se podría decir por tanto que la legitimidad del

Gobierno actual es lo que hace albergar esperanzas

sobre la posibilidad del cambio en Bolivia. Esta legi-

timidad sin embargo debe ser preservada y cultivada.

Existen varios flancos que podrían poner en riesgo la

continuidad de este valioso elemento. Por un lado, hay

demasiadas expectativas depositadas en la Asamblea

Constituyente y es evidente que no existe un pacto de

gobernabilidad con los sectores conservadores, de

modo que la fragmentación social sigue siendo en

Bolivia un obstáculo de dimensiones muy considera-

bles. Por otro lado, muchos observadores coinciden

en afirmar que ni la Asamblea Constituyente ni el

Parlamento representan verdaderamente a los pue-
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blos indígenas, y que existe la necesidad de conectar

de forma más eficaz a los nuevos movimientos socia-

les con el Gobierno para que la legitimidad histórica

del MAS continúe en pie para la consecución de las

reformas.

De la mano del proyecto de reforma constitucional,

destinado a incluir políticamente a los ciudadanos

excluidos, está la Nacionalización de los Recursos,

plan orientado a la inclusión económica de los mis-

mos. La nacionalización de los hidrocarburos y la

reformulación de los contratos con las compañías

extranjeras, que tenían el control de los yacimientos

bolivianos desde que hace 10 años el Presidente

Sánchez de Lozada los cediera a patrimonio extran-

jero, ya han sido materializados en su parte política.

El Senado aprobó ya los 44 contratos con las empre-

sas petroleras y ahora está en marcha la elaboración

del reglamento. El paso siguiente -y no el más senci-

llo- será la redistribución de la riqueza.

La ciudadanía boliviana votó el 2 de julio de 2006 por

dos cuestiones clave dentro del proyecto de reforma

del Estado liderado por el Movimiento al Socialismo.

Por una parte, quiénes serán los representantes encar-

gados de redactar la nueva Constitución Política del

Estado. Por otra, si Bolivia se estructurará en torno a

un sistema centralista o de autonomías departamen-

tales. Los resultados de estas dos votaciones condicio-

narán, en gran medida, el alcance y la viabilidad del

proyecto de refundación del Estado propuesto por el

Gobierno de Evo Morales.

En ambos casos, los resultados no dieron mayoría

absoluta al Gobierno y abrieron la puerta a comple-

jas negociaciones sobre el Estado y el poder. A la vez,

ambas cuestiones enmarcan una serie de problemas

que afectan a la estructura del Estado y la capacidad

democrática del mismo para realizar una reforma

que permita construir una sociedad inclusiva con las

diferentes identidades y combatir el alto grado de

pobreza y desigualdad.

Sin embargo, y pese a que los resultados harían pen-

sar en avances de reforma dentro de una línea de

negociaciones, alianzas y consenso, dentro del MAS

existe una cierta aceptación general a favor de tener

un gobierno fuerte  que haga avanzar las reformas,

aunque haya que gobernar a golpe de decreto. De

hecho, al escuchar a miembros del Gobierno de Evo

Morales se percibe una sensación de misión y prisa.

Es la primera vez que hay un gobierno popular con un

apoyo amplio y legítimo, y se debe aprovechar la

oportunidad para reformar el Estado.

Para algunos grupos y líderes indígenas, Morales es

demasiado moderado y al final será un gobierno más

que traicione las expectativas. Dentro de esta línea,

el líder indígena Felipe Quispe, ex secretario ejecuti-

vo de la Confederación Sindical Única de

Trabajadores Campesinos de Bolivia (CSUTCB),

asegura que “no habrá cambios porque Evo es refor-

mista y no revolucionario”.18 Pero sectores de las

élites, especialmente de Santa Cruz, piensan que el

Presidente está siguiendo los consejos del Presidente

venezolano Hugo Chávez y tratando de imponer una

dictadura elegida democráticamente y refrendada

por la Asamblea. El temor o la predicción de que en

Bolivia puede haber en un futuro medio un gobierno

democráticamente elegido pero con prácticas autori-

tarias, sin que se convierta en una dictadura, es un

escenario que se considera seriamente desde diversos

sectores.
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V. Programa político
basado en demandas

sociales

Es evidente que el 18 de diciembre de 2005 el MAS

ganó las elecciones generales como respuesta a una

demanda social que se manifestaba desde hacía déca-

das. Esta coalición de grupos con diferentes reivindica-

ciones alcanzó el Gobierno con un programa en buena

medida definido por las luchas políticas de los últimos

10 años, como por ejemplo las denominadas guerras

del agua y del gas y, especialmente, el rechazo a las

políticas de ajuste y neoliberales de los años 90. Esas

políticas de privatización se resquebrajaron al final de

esa década, debido al impacto de la crisis asiática y las

inestabilidades en Argentina y Brasil. Para un amplio

sector de la población, el neoliberalismo no trajo nin-

gún beneficio y, para la mayoría, la visión de Estado,

corrupción política y neoliberalismo se transformó en

una misma cosa.

El Gobierno Morales fue elegido, como afirmó un

miembro de un movimiento social,“para poner en prác-

tica lo que otros gobiernos ya habían decidido o acep-

tado”. En efecto, durante la conflictiva presidencia de

Carlos Mesa G. se alcanzó una serie de “pactos de

gobernabilidad” que dieron lugar a tres compromisos:

1) Convocar un referéndum vinculante sobre el uso y

destino de los recursos energéticos;

2) Reformar la Ley de Hidrocarburos de 1996 para

reestablecer la soberanía nacional sobre las fuen-

tes energéticas; y

3) Convocar una Asamblea Constituyente para avan-

zar en la construcción de un Estado incluyente y

más democrático.19

Los partidos políticos que habían fomentado este

modelo económico perdieron legitimidad. El Poder

Democrático Social (PODEMOS), liderado por el ex

Presidente Jorge Tuto Quiroga, encarnaba, para gran

parte de los votantes, el tradicional juego partidario

en el que una serie de formaciones políticas se turna-

ban en el poder y se repartían los cargos, la denomi-

nada “democracia pactada”. El triunfo del MAS, en

este sentido, se puede interpretar antes como una

ruptura con el estancamiento de la democracia que

como una amenaza a la misma.

El programa del MAS se orientó, por lo tanto, a tener

un mayor control sobre los recursos naturales, hacer

una reforma constitucional con el fin de dar más poder

a los sectores indígenas y pobres, promover la reforma

agraria y celebrar un referéndum sobre las autonomí-

as regionales. Asimismo, el Gobierno del MAS prome-

tió buscar nuevas formas de abordar el problema de la

producción de coca con fines ilícitos.20 En los primeros

nueve meses de gobierno Morales ha avanzado en cada

uno de estos campos generando tanto apoyos como

reacciones adversas dentro y fuera de Bolivia.

La coalición liderada por Evo Morales, un campesino

y sindicalista del sector de la coca, encarna, además

de esas reivindicaciones, dos factores de identidad:

Primero, el nacionalismo boliviano, que es parte de la

historia de un país que desde que fue declarado inde-

pendiente nació rodeado y encerrado a la vez que per-

dió territorio en beneficio de sus vecinos. Desde la

revolución nacionalista de 1952, populista y moder-

nizadora, el factor nacional ha estado todavía más

presente, inclusive en las fuerzas armadas. El nacio-

nalismo ha sido así un factor tanto de unidad como

de divergencias. Por un lado, porque sirvió como

motor de construcción de la nación, como en casi

todas las sociedad post coloniales. Por otro, porque

eliminó referencias al factor  étnico, en un país mayo-

ritariamente indígena, para integrar a los indios en

sindicatos de trabajadores-productores y reclamar el
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fin de la inequidad mediante la alianza de clases y la

revolución. A la vez, el nacionalismo no ha podido dar

solución a las diferencias y auges de las tendencias

autonomistas que se aceleran a partir de los años 90

en contra de intereses nacionales.

Segundo, el factor de identidad indígena. Más del 60

por ciento de los 8.858.000 de habitantes es amerin-

dio.21 Las comunidades indígenas han estado margina-

das de los procesos políticos y han sufrido una dura

explotación desde la época colonial. El 62,7 por ciento

de la población es pobre y la mayor parte de ellos son

indígenas. El 26,5 por ciento vive en la pobreza extre-

ma. “Estamos entrando por primera vez en la casa del

Estado”, nos dice el activista social Bienvenido Saku.22

Y, efectivamente, así se constata cuando se pasea por la

Plaza Murillo en la capital La Paz, y se ve a campesi-

nos de pies descalzos preguntar a las puertas de la Casa

Presidencial por una entrevista con el “compañero

Evo”, y la guardia de seguridad les hace pasar.Hace tan

sólo 50 años a los indígenas ni siquiera les estaba per-

mitido pasear por esta céntrica plaza.

Este cruce entre nacionalismo y factor indígena ha

dado lugar a reivindicaciones, luchas y avances jurí-

dicos. Como explican Racliffe y Westwood en su estu-

dio sobre la construcción del Estado en parte de

América Latina:

Establecer ‘la nación’ como un terreno de

lucha y disputas, tal como han hecho los movi-

mientos indígenas, es una parte de la política

de identidades nacionales. Esta política impli-

ca aceptar el Estado que organiza  lo ‘nacio-

nal’ y lo ‘extranjero’, pero también las batallas

por la democracia y la ciudadanía.23

Y es que, efectivamente, los indígenas han ganado

espacio jurídico institucional en los últimos años, por

ejemplo, a través de la reforma constitucional de

1994 que reconoció a Bolivia como un Estado mul-

tiétnico y el artículo 171 de la Constitución que reco-

noce los derechos colectivos. Los denominados

“Pueblos de Oriente” tienen un sistema de justicia

comunitaria con todos los procedimientos. Esta justi-

cia es secundaria respecto de la que rige en el con-

junto del Estado. Sin embargo, como explica María

Teresa Zegada, de la Universidad Mayor de San

Simón, en Cochabamba,“esas conquistas formales no

han tenido un impacto real en las condiciones de vida

de las personas”.24

El MAS obtuvo el 54 por ciento de los votos frente al

derechista PODEMOS. Su victoria representó, tam-

bién, el alto número y la activa participación de los

movimientos sociales que han proliferado en Bolivia

en los últimos 20 años. El sindicalismo tradicional

formado en el trabajo en las minas fue sustituido a

partir de los años 80 por movimientos campesinos,

cultivadores de coca, trabajadores informales, sindi-

catos del sector energético y de servicios y otros. La

agricultura, la minería, la explotación de recursos

energéticos y la construcción son actualmente los

principales sectores productivos.

El sector más dinámico de la economía es sin embar-

go el de los hidrocarburos, de ahí la importancia que

el Gobierno adjudica a un mayor control sobre el

mismo. Un ingreso adicional de 860 millones de dóla-

res, en el último año, ha provenido de las remesas de

los emigrantes en Estados Unidos, Europa y otros

países de América Latina.25 Se calcula que hay dos

millones de bolivianos fuera del país, aunque la cifra

es inexacta. Y que aproximadamente 150 más salen

al día del país hacia diversos destinos.
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22 Entrevista con los autores en Santa Cruz, 27 de mayo de 2006.
23 Sarah Radcliffe y Sallie Westwood, Rehaciendo la Nación.
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24 Entrevista con los autores, Cochabamba, 23 de mayo de 2006.
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Anexos, Cochabamba: Grupo Editorial Okipus, 2006, p. 54.



VI. La Asamblea
Constituyente

La Asamblea Constituyente se plantea como una

demanda de gran parte de la sociedad boliviana y ha

sido una promesa de los sucesivos gobiernos desde

que el país se declaró independiente en 1825. La

demanda formal se remonta a 1990, cuando los indí-

genas del Oriente realizaron la marcha “Por la digni-

dad, la tierra y el territorio”. Ahora, por primera vez

en la historia, el proyecto se pone en marcha y de los

3.713.345 bolivianos registrados en el Padrón

Nacional Electoral (PNE), 3.133.602 (84,51 por

ciento de participación) decidieron en las urnas quié-

nes serían sus representantes.26 El MAS caracteriza

a la Asamblea como “un acto de revolución demo-

crática del pueblo para sustituir viejas estructuras

tras 180 años de régimen oligárquico” y “la materia-

lización de las luchas centenarias del pueblo”.27

Los retos que se plantearon ante esta doble votación de

asambleístas y referéndum Autonómico para el proyecto

del MAS y el futuro de Bolivia son variados y complejos.

Los temas principales a discutir en la Asamblea son la

tierra, los recursos naturales, la estructura administrati-

va del Estado, la cuestión indígena y sus derechos, y las

futuras políticas económicas.El sociólogo José Martínez

considera que la Asamblea puede llegar a legislar para

que no cambie nada, pero que si se pretende que sirva

deberá llegar a crear un nuevo Pacto Social.28

Asamblea originaria o derivada

No obstante, al arrancar la Asamblea el 6 de agosto

de 2006, el debate se centró fundamentalmente en si

la Asamblea debía ser considerada “originaria” o

“derivada” de los poderes preestablecidos, y en el sis-

tema de aprobación de los artículos constituyentes.

Respecto a la primera cuestión el MAS defiende que

para una verdadera refundación del Estado en demo-

cracia la Asamblea Constituyente debería tener el

poder de actuar libre de las limitaciones impuestas

por los tres poderes tradicionales. En el contexto de

este debate Morales señaló que “después de 1825 se

realizaron 18 Asambleas Constituyentes, pero todas

derivadas y por lo mismo no cambiaron nada”, ade-

más de que “las últimas modificaciones para incluir

la figura jurídica del referéndum costaron sangre a

los bolivianos”.29 PODEMOS se mostró contrario a

esta idea, hasta el punto de amenazar con abandonar

la Asamblea y acusando al MAS de pretender dar un

auto-golpe de Estado.

El concepto de “originario” hace referencia al hecho

de que la Asamblea carezca de un marco legal previo,

pudiendo actuar con total independencia y autono-

mía. El debate radica por tanto entre una Asamblea

con un poder originario, capaz de cambiar la estruc-

tura de los poderes y definir cuestiones como las del

control de los recursos naturales, o una Asamblea con

un poder derivado de un poder estatal preexistente,

que sólo tenga legitimidad para reformar la

Constitución.

La realidad es que todo depende de la forma en la que

se interpreten las leyes vigentes. La Constitución

Política del Estado contempla su reforma total en el

artículo 232º del título segundo y la Ley de

Convocatoria a Referéndum Nacional habla de la

Asamblea en su capítulo 3º del siguiente modo: “Es

independiente y ejerce la soberanía del pueblo. No

depende ni está sometida a los poderes constituidos y

tiene como única finalidad la reforma total de la

Constitución Política del Estado”. Parece por tanto
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26 Esto significa un nivel de participación del  84,51 por ciento,
porcentaje que iguala la participación en las presidenciales de diciem-
bre de 2005, la más alta de los últimos 25 años. Ver Resultados
Asamblea Constituyente, referéndum sobre Autonomías 2006,
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prendente ver el enorme abismo entre ciudadanos censados y la pobla-
ción total, estimada en 9,1 millones por Naciones Unidas en 2005.

27 Propuesta de Ley de Convocatoria a la Asamblea
Constituyente presentada al Congreso Nacional 2006 por el
Presidente de la República.

28 José Martínez, ‘Sociodiversidad Constituyente’, Artículo
Primero, edición especial sobre la Asamblea Constituyente, Año IX,
número 17, marzo de 2005, Centro de Estudios Jurídicos e
Investigación Social, pp. 153-166. 29 Nota de prensa presidencial del 9 de octubre de 2006, La Paz.



evidente que la Constituyente que prevé este artículo

es más que una simple denominación, dado que se

respeta su naturaleza fundadora y originaria. Pero

esto puede tratarse finalmente de un reconocimiento

meramente formal, ya que parece que la Asamblea

realizará una reforma parcial del texto. De hecho,

García Linera dijo en varias ocasiones que sólo cam-

biaría el 10 por ciento o el 20 por ciento de la

Constitución. El miedo a que el MAS quisiera elimi-

nar determinadas instituciones como el Parlamento

es algo que muchos actores sociales consideran, sin

embargo, como una opción no del todo a descartar.

Respecto a la normativa de aprobación de los nuevos

artículos constituyentes, la Ley deja clara la necesidad

de los dos tercios para aprobar cualquier reforma. Es

evidente que esta Ley es herencia del Gobierno ante-

rior a Morales, pero de alguna forma salvaguarda las

formas democráticas y obliga a una reforma consen-

suada de la Constitución. Una imposición de los cam-

bios propuestos por el MAS sin alcanzar un mínimo

acuerdo con los sectores más conservadores significa-

ría profundizar las brechas sociales que ya de por sí

provocan divisiones y tensión dentro del proceso de

reforma y el esquema para una convivencia pacífica

basada en la multiculturalidad y la tolerancia.

Constitución Política del Estado
Título Segundo: Reforma de la Constitución

Artículo 232º. La Reforma total de la Constitución Política
del Estado es potestad privativa de la Asamblea
Constituyente, que será convocada por Ley Especial de con-
vocatoria, la misma que señalará las formas y modalidades
de elección de los constituyentes, será sancionada por dos
tercios de voto de los miembros presentes del H. Congreso
Nacional y no podrá ser vetada por el Presidente de la
República.

Ley Especial de Convocatoria a la Asamblea Constituyente

Artículo 3º (AC). Se denomina AC, a la reunión de repre-
sentantes  elegidos mediante voto universal, directo y secre-
to. Es independiente  y ejerce la soberanía del pueblo. No
depende ni está sometida a los poderes constituidos y tiene
como única finalidad la reforma total de la Constitución
Política del Estado.

La AC no interferirá en el trabajo de los poderes constitui-

dos, los que seguirán ejerciendo sus funciones constituciona-

les de manera sostenida.

Reforma agraria

La tierra es una de las cuestiones esenciales y de las

más difíciles de resolver. Por una parte, existe la divi-

sión entre las tierras y pueblos del este y oeste del

país, que se ven con mutuo recelo. Como explica la

historiadora Anita Lema, “desde Occidente se ve a

Oriente como la tierra prometida que está tomada

por los blancos, y desde Oriente se percibe a

Occidente como la revuelta que provocan las gentes

de las tierras acabadas”.30

Pero en Oriente la tierra también se está sobreexplo-

tando, especialmente por los cultivos de soja. La tie-

rra es controlada fundamentalmente por terratenien-

tes y en ocasiones por pequeños propietarios. Un fac-

tor de conflicto añadido es que ciudadanos y empre-

sas brasileñas se instalaron en la última década en la

zona fronteriza, comprando tierras bolivianas que

ahora el Presidente Morales quiere expropiar.

Pero, en efecto, la tierra está concentrada en pocas

manos y en muchos casos sin explotar. Un reciente

informe de la Iglesia católica indica que el 90 por

ciento de las tierras productivas de Bolivia están con-

troladas por 50.000 personas. Legalmente el Estado

puede expropiar las tierras que no se usan para pro-

ducir, pero mecanismos de corrupción e ineficacia

policial y legal hacen casi imposible cumplir con la

legislación.31 Un dirigente indígena explicó a FRIDE

la forma en que algunos indígenas son sobornados

para que testimonien que grandes extensiones son

supuestamente explotadas. Otros son víctimas de

saqueos por recursos madereros. María Teresa Hosse,

directora del Centro de Comunicación y Desarrollo

Andino, explica que “ahora el Estado ayuda a prote-

ger contra los saqueos. Los indígenas saben que pue-

den recurrir al Estado y el Estado responde”.32

Existe en el conjunto de Bolivia una superposición de

títulos jurídicos para numerosas tierras que pueden
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30 Entrevista con los autores, Santa Cruz, 26 de mayo de 2006.
31 Hal Weitzman, ‘Land Redistribution Plan Pits Bolivia’s

Farmers Against State’, Financial Times, 6 de junio de 2006.
32 Entrevista con María Teresa Hosse, directora del Centro de

Comunicación y Desarrollo Andino (CENDA), Cochabamba.



ser, a la vez, concesiones forestales, zonas autorizadas

para la explotación de hidrocarburos, concesiones mine-

ras, y áreas protegidas. Al mismo tiempo, las poblacio-

nes indígenas reivindican sus derechos a sus tierras

comunales y libran batallas legales por la retitulación.

Hay una gran presión social sobre este tema y mucha

expectación sobre la actuación del MAS al respecto.

El 2 de junio el MAS declaró siete Decretos

Supremos, conocidos como los “Siete surcos abiertos

en la Revolución Agraria” que avanzaban en la pues-

ta en marcha de la distribución de las tierras para

aquellos que no las posean o las posean insuficiente-

mente. En la actualidad indígenas de las propias

bases del MAS han llevado a cabo una marcha para

la aprobación inmediata de las modificaciones a la

Ley INRA, la reversión de tierras ociosas al Estado

boliviano y la dotación de Tierras Comunitarias de

Origen (TCO) a los grupos indígenas del país.33 El

clima de tensión social y política se incrementó fuer-

temente resaltando una vez más la fractura social del

país, pero el martes 28 de noviembre de 2006 se ter-

minó aprobando la Ley de “Reconducción

Comunitaria de la Reforma Agraria” que dispone la

reversión de tierras improductivas y que no cumplan

función económica y social.

La cuestión de las autonomías

El Referéndum Nacional para las Autonomías

Departamentales, por otro lado, refleja el futuro con-

flictivo de la estructura estatal boliviana. Los resul-

tados mostraron una mayoría que rechazó el sistema

autonómico departamental, pero cuatro departamen-

tos votaron afirmativamente: Santa Cruz, Pando,

Beni y Tarija. Esto es, los cuatro que forman la Media

Luna en la que hay una influyente población blanca y

mestiza, que quiere tener un alto grado de autonomía

o, incluso, de independencia. Departamentos ricos en

recursos con un crecimiento económico mucho más

alto que el resto del país.

Según la Ley de Convocatoria promulgada este año,

los resultados de este referéndum serán vinculantes

para la Asamblea Constituyente. De este modo acce-

derían al régimen de autonomías departamentales

una vez promulgada la Carta Magna aquellos depar-

tamentos donde el resultado haya sido positivo por

simple mayoría de votos una vez aprobada la

Constitución. Esto implicaría una división de hecho

entre el Oriente y el Occidente, que suscita gran incer-

tidumbre por las tensiones que ya se han creado entre

la Media Luna y las Tierras Altas, sobre todo en las

cuestiones concernientes al reparto de la tierra. Según

comentarios en la prensa boliviana el referéndum ha

mostrado y cristalizado la imagen de las dos Bolivias.

La disposición hacia el voto afirmativo de Santa

Cruz, el departamento culturalmente menos indígena,

se conocía desde antes del referéndum. De hecho,

tanto la iniciativa del referéndum como el diseño de

la pregunta surgieron de la demanda de autonomía

cruceña y de las negociaciones de los mandatarios

cruceños con el ex Presidente Carlos G. Mesa. Ahora

las autoridades de Santa Cruz y de los otros tres

departamentos orientales que han votado afirmativa-

mente por mayoría (casi un 70 por ciento de los

votos) reclaman el marco legal que consideran que la

Constitución les debe otorgar. Ese marco será delibe-

rado durante el año que los asambleístas dedicarán a

la redacción del nuevo texto constitucional.

La pregunta que se realizó a los ciudadanos fue:

¿Está usted de acuerdo, en el marco de la unidad nacio-
nal, en dar a la Asamblea Constituyente el mandato vin-
culante para establecer un régimen de autonomía depar-
tamental, aplicable inmediatamente después de la promul-
gación de la nueva Constitución Política del Estado en los
Departamentos donde este Referéndum tenga mayoría, de
manera que sus autoridades sean elegidas directamente
por los ciudadanos y reciban del Estado Nacional compe-
tencias ejecutivas, atribuciones normativas administrati-
vas y los recursos económicos financieros que les asigne la
nueva Constitución Política del Estado y las Leyes?
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33 La Ley INRA se aprobó a finales de 1996 tras un proceso que
comenzó el Presidente Jaime Paz Zamora en 1992 para retomar la
necesaria reforma agraria que quedó inacabada con la primera inicia-
tiva impulsada en el año 1953. La Ley INRA lleva a cabo desde enton-
ces un proceso de saneamiento y titulación de las TCO apoyado eco-
nómicamente por la Cooperación Internacional. Ver ‘Doce temas para
el debate sobre la tierra, territorio y desarrollo rural’, Fundación
Tierra, Banco Temático de la Fundación UNIR, http://www.bancote-
matico.org/bancotematico/archivos/22291.pdf



Según Juan Carlos Urenda Díaz, uno de los juristas

que han elaborado la propuesta autonómica, el

Estado boliviano es débil y poco estructurado a la vez

que excesivamente centralizado. El proyecto autonó-

mico debe, por lo tanto, corregir estos problemas a

través de tres objetivos: hacer una propuesta más

democrática, buscar una mayor eficiencia, y que las

autonomías sean un vehículo eficaz de los grupos

excluidos para canalizar sus demandas.34

El modelo de autonomía bajo el que se organizarían

los cuatro departamentos orientales donde ganó el

“Sí” aún está por diseñar. Pero los dirigentes depar-

tamentales de las regiones se mantienen en posiciones

de defensa de esa autonomía debido a la postura reti-

cente del Presidente Morales, que recordó en varias

ocasiones tras conocerse el resultado del referéndum,

la importancia de la victoria del “No” a nivel nacio-

nal. Dirigentes de los Comités Cívicos de Santa Cruz

y Pando emitieron resoluciones en defensa de la auto-

nomía y tensas declaraciones para fomentar la unión

“porque si no nos unimos los cambas, los collas nos

van a querer arruinar, ya que lamentablemente tene-

mos un Presidente indígena”.35

Dentro del MAS, al menos en el debate sobre las

autonomías, las posturas no están tan polarizadas

como las campañas electorales han dado a entender.

El MAS hizo campaña por el “No” para evitar el

triunfo del “Sí” de los grupos políticos de la Media

Luna, pero muchos de los miembros del Gobierno de

Morales entienden un determinado modelo de auto-

nomía como imprescindible para la nueva Bolivia: la

autonomía indígena.

Lo que parecen reflejar los resultados de las dos con-

sultas populares y el pulso de la sociedad tras los resul-

tados y el comienzo de la andadura de la

Constituyente, es que siguen existiendo dos Bolivias

dentro de la misma estructura estatal (y muchas más

formas de querer organizar su futuro) que están desti-

nadas a entenderse. La necesidad de pactar en la

Asamblea Constituyente es una cuestión que, si bien

ralentiza el proyecto de refundación de Bolivia pro-

puesto por Morales, garantiza  la participación de más

sectores sociales y políticos en la concepción de la base

teórica del nuevo Estado y fortalece la democracia.

Morales pretendía abrir el debate dentro de la

Asamblea Constituyente pero sin la presión de la

demanda independentista de los departamentos blan-

cos y mestizos del Oriente. Los líderes de estos depar-

tamentos, con mucha habilidad, dejaron de lado su

discurso secesionista y optaron por mostrarse como

bolivianos que no quieren destruir el Estado sino con-

tar con más autonomía. De hecho, el modelo autonó-

mico español es visto como un horizonte.

El escritor e historiador Ruber Carvalho considera que

Bolivia es un Estado que nació mal diseñado, y que

sería mejor que se dividiera a estar incorrectamente

unido. Asimismo, piensa que las tendencias autonomis-

tas e independentistas por un lado, y el populismo

nacionalista, por otro, son parte de una etapa de fuer-

te polarización en que ha entrado América Latina.36

En gran medida el proceso que se inicia ahora en ese

país mostrará si su análisis es acertado o si ese país

puede comenzar una fase de construcción del Estado

más justa, democrática, descentralizada y alcanzando

un pacto con los actores internacionales para hacer un

uso más equitativo de sus ricos recursos.

Según el Informe Nacional sobre Desarrollo Humano

en Bolivia, “lo mejor para todos es que, dentro de las

especificidades culturales, económicas y de califica-

ción e iniciativa de cada uno y cada grupo, todos

podamos vivir bien y hasta todos mejor, si ello es sos-

tenible, pero no unos mucho mejor a costa o despre-

cio de los otros, sea en términos de clases y sectores

sociales o de territorios”.37

Documento de Trabajo 31

1144

34 Entrevistas con los autores, 27 de junio de 2006.Ver también,
Juan Carlos Urenda Díaz, Separando la Paja del Trigo. Bases Para
Constituir las Autonomías Departamentales, Santa Cruz de la Sierra:
Editorial Imprenta, 2005.

35 Declaraciones del Presidente del Comité Cívico de Pando,
David Torrico, al periódico La Razón el 4 de julio de 2006.

36 Entrevista con los autores, Santa Cruz, 24 de mayo de 2006.
37 Xavier Albó y Franz X. Barrios Súbelas, ‘Por una Bolivia

Plurinacional e Intercultural con Autonomías’, Cuaderno de Trabajo,
Informe Nacional sobre Desarrollo Humano en Bolivia, septiembre de
2006.



VII. Expectativas
crecientes y difíciles

de cumplir

Los resultados de las reformas constituyentes, gene-

ralmente, no suelen estar a la altura de las expectati-

vas. Y en este caso en el que se espera que los resul-

tados incluyan el cambio de las condiciones reales de

funcionamiento del sistema político y económico, pro-

bablemente menos. La reforma podrá crear un marco

legal que favorezca la mejoría de estos sistemas y

que esto repercuta en la mejoría de las condiciones de

vida del país, pero éste no es un efecto inmediato ni

garantizado.

En la Asamblea Constituyente, de los 255 escaños exis-

tentes, son necesarios según la Ley de Convocatoria

dos tercios (170 votos) para redactar los artículos de

la nueva Constitución que asentará los nuevos cimien-

tos del Estado. El MAS defiende sin embargo la posi-

bilidad de que los artículos de la nueva Carta Magna

se puedan aprobar por mayoría absoluta, apoyado por

los 137 escaños con que cuenta.

La Ley Especial de Convocatoria a la Asamblea

Constituyente hace imposible que ningún partido

alcance semejante mayoría, lo cual ha convertido en

imperativa la concertación de alianzas políticas.38

Esta Ley ha favorecido la representación de varias

agrupaciones menores y, en consecuencia, una repre-

sentación considerablemente plural en la Asamblea,

pero impide de momento al MAS llevar a cabo las

reformas que promete en su programa. Gobierno y

oposición ya han ido avanzando en conversaciones

con diferentes frentes políticos para formar coalicio-

nes que permitan una mayoría. Pero al mismo tiempo

comenzó la batalla por las formas de aprobación de

los nuevos artículos constituyentes.

Los resultados de las elecciones resultaron favorables

para el Gobierno del MAS, que obtuvo la mayoría de

la Asamblea, pero el sistema de votación vigente que

trata de favorecer a las minorías no permitió que el

54 por ciento de los votos del MAS le otorgasen la

mayoría absoluta sino sólo 137 asambleístas consti-

tuyentes.39 De este modo, Morales deberá pactar. Los

resultados demostraron, no obstante, que su Gobierno

no sufrió desgaste político en los primeros seis meses

de mandato.

La Asamblea, planteada como una ruptura histórica,

política y social con el Estado elitista, ha generado en

la población unas expectativas que difícilmente se

podrán llegar a satisfacer. La nueva Carta Magna

puede ser ratificada o rechazada a partir del 6 de

agosto de 2007, cuando el texto definitivo que se

someterá a referéndum estará previsiblemente listo,

pero no puede abordar muchos de los problemas de

Bolivia.

En el hipotético caso de que el texto fuese refrenda-

do por mayoría absoluta de votos (condición indis-

pensable para que la Carta Magna se apruebe), los

cambios que supondrá para el complejo y en parte

débil Estado boliviano no serán de ningún modo

inmediatos. Todavía más importante, los nuevos artí-

culos de la Constitución no conllevan una garantía

que asegure su cumplimiento. En el caso de que la

nueva Constitución no fuera apoyada por una mayo-

ría absoluta de los ciudadanos, además, continuará

vigente la Constitución del 2004.40

Por otra parte, es de extrema importancia tener en

cuenta que muchos de los problemas sociales que lle-
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38 La Ley Especial de Convocatoria a la Asamblea Constituyente
(http://www.cne.org.bo/centro_doc/normas_virtual/acra2006/ley_con
vocatoria_ac.pdf) fue negociada en el Congreso y el MAS se vio obli-
gado a ceder en varios puntos. Entre ellas, en el hecho de que de los
tres representantes de cada una de las 70 circunscripciones, dos ingre-
sen por mayoría y uno por minoría.Y de los nueve departamentos, dos
por mayoría y uno por las siguientes minorías.

39 El resultado de las elecciones fue: 50,7 por ciento para el
MAS con 137 constituyentes; el 15,3 por ciento para Podemos (60
asambleístas) y Unidad Nacional 7,1 por ciento igual a 8. Los otros
50 corresponden a fuerzas más pequeñas que se unen según intereses
propios.

40 De no conseguir mayoría absoluta, prevalecería la
Constitución ordenada mediante Ley Nº 2650, de fecha 13 de abril de
2004 y la Ley de 6 de julio de 2005.



varon a la ciudadanía a demandar una Asamblea

Constituyente (problemas de desempleo, exclusión

social y crisis generalizada) no surgen de un proble-

ma constitucional, dado que los presupuestos político

jurídicos en los que se basa la Constitución boliviana

son los mismos que los de otros Estados con realida-

des políticas y sociales muy diferentes.

Del mismo modo, una parte de Bolivia que no ha sido

incluida en la Asamblea es la de aquellas organizacio-

nes que representan o dicen representar a los pueblos

originarios (CONAMAQ, CIDOB y algunas más), las

cuales habían demandado 26 representantes escogi-

dos conforme a sus usos y costumbres, bajo la premi-

sa de que si el país es pluricultural y multiétnico, las

formas de elección también deberían de ser diversas.41

Estas organizaciones y sus representantes (dirigentes

de El Alto) son los que en los altercados del 2003

movilizaron a la gente para los bloqueos de carreteras

que desordenaron el país hasta el punto de derrocar a

dos presidentes (Sánchez de Lozada y Carlos Mesa

G.). Sin embargo, el papel que desempeña esta

Asamblea Paralela en el escenario actual no parece

tan pesado en la balanza al no incluir a todas las orga-

nizaciones indígenas y representar una visión demasia-

do radical para la mayoría de los votantes del MAS.42

En cualquier caso, la Asamblea, que tendrá un período

de sesiones continuo e ininterrumpido no menor de seis

meses y no mayor de un año, aprobará previsiblemen-

te un texto con dos tercios de los miembros presentes

en la Asamblea, según lo establece la actual

Constitución Política del Estado. Concluido este pro-

ceso, el Ejecutivo convocará a Referéndum

Constituyente.43

El reglamento para las deliberaciones sigue sin

embargo siendo una de las cuestiones más polémicas.

Y aunque actualmente se ha establecido que el siste-

ma de toma de decisiones será mixto (algunos artí-

culos deben ser aprobados por dos tercios de la

Cámara y otros por mayoría absoluta), los primeros

meses de actividad de la Asamblea han resultado

poco fructíferos debido a este tipo de desavenencias,

y falta mucho camino para alcanzar un consenso

real.

VIII. Nacionalización
de los hidrocarburos
El otro gran proyecto de esta refundación de Bolivia,

además de la Asamblea Constituyente, es la naciona-

lización de los hidrocarburos. El destino de los bene-

ficios generados por la comercialización de los recur-

sos naturales (fundamentalmente el gas natural)

constituyen el eje fundamental de la reformulación

del modelo de desarrollo que el Gobierno de Morales

está estableciendo. Prescindiendo de la mera explota-

ción para la exportación, la reformulación y renego-

ciación de los contratos ha pretendido seguir garanti-

zando beneficios a las compañías extranjeras presen-

tes en Bolivia al tiempo que permitir a Bolivia empe-

zar a ingresar beneficios acordes con los precios del

mercado internacional por aquellos recursos que

alberga su tierra.

El proyecto de recuperación del control de los hidro-

carburos, con Yacimientos Petrolíferos Fiscales

Bolivianos (YPFB) como entidad coordinadora del

proceso, ya ha dado algunos frutos. El Ejecutivo trata

de que los excedentes que ingresa el Estado tras la

nacionalización que, según las estimaciones oficiales,

serán más de 1.500 millones de euros anuales (el 23

por ciento de todo lo que produce Bolivia), repercuta

en una mejora de la calidad de vida de los bolivianos

y pueda solucionar los problemas económicos y socia-

les que afectan al país.
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41 Los “usos y costumbres” tradicionales implican una elección
de candidatos por modalidades asambleísticas, consensuales y delibe-
rativas de elección, lo cual implica un control social de la base sobre
el dirigente, llegando incluso a su revocabilidad.

42 International Crisis Group, Bolivia’s rocky road to reforms,
Policy Report, 3 de julio de 2006. Según este informe, el sacrificio de
no incluir en la lista de candidatos a asambleístas de algunos posibles
aliados políticos del MAS responde al interés mayor del MAS de ale-
jarse de posturas radicales que podrían disuadir a los votantes urbanos.

43 Artículos 24, 25 y 26 de la Ley Especial de Convocatoria a la
Asamblea Constituyente del 6 de marzo de 2006.



La voluntad de la mayoría de las compañías fue

desde el principio permanecer en el país. Por tanto, la

seguridad jurídica que el Gobierno boliviano aseguró

a las compañías en la renegociación de los contratos,

sirvió como garantía para que las compañías acepta-

ran las nuevas condiciones: pagar más impuestos

(entre el 50 por ciento y el 82 por ciento del valor del

gas y del petróleo que extraigan) y actuar como  ope-

radoras asociadas a la compañía estatal YPFB. Las

dos petroleras más afectadas por las medidas nacio-

nalizadoras han sido Repsol YPF, que controla un 26

por ciento de las reservas bolivianas a través de su

filial Andina, y la brasileña Petrobrás, propietaria

hasta ahora del 43 por ciento de las reservas. El

Gobierno ha alcanzado acuerdos con 10 compañías

petroleras, incluyendo Petrobrás, BG del Reino

Unido, Total de Francia y Repsol de España. Bolivia

tendrá la propiedad de las tierras que producen gas y

supervisará el procesamiento y envío de petróleo. A la

vez, las compañías podrán variar la contribución

impositiva si consideran que hay una depreciación de

su equipo.44

Esta renegociación fructífera para las dos partes se

puede considerar como uno de los éxitos hasta el

momento del Gobierno de Evo Morales, sobre cuya

capacidad e interés en lograr lo que precisamente ahora

se ha materializado, han sido puestos en duda tanto por

sectores bolivianos como gobiernos extranjeros.

Desde que se anunció la nacionalización de los hidro-

carburos, el MAS informó de que los beneficios del

Impuesto Directo a los Hidrocarburos (IDH) iría des-

tinado a cuestiones sociales y de educación (funda-

mentalmente de educación inicial –de 0 a 6 años-

para la que no había ningún programa aún). Poco

después de la negociación con las petroleras, el

Ejecutivo anunció algunas medidas para la redistri-

bución de la nueva riqueza, por ejemplo, la nueva apa-

rición del bono escolar anual “Juanito Pinto”, desti-

nado a niños de primaria que no puedan continuar sus

estudios por problemas económicos familiares.

IX.Coca y narcotráfico

Bolivia es el tercer productor mundial de hoja de coca

(después de Colombia y Perú) con un total de 28.450

hectáreas cultivadas.45 Estados Unidos vetó la hoja

de coca por considerarla droga nociva y clasificada

por la convención antidroga de Naciones Unidas

como sustancia controlada. El Gobierno de Morales,

que defiende la milenaria hoja como cuestión central

para la identidad, la cultura y el modo de vida indí-

genas, ha sido inteligente en sus maniobras para no

enfrentarse con el Gobierno estadounidense procla-

mando sus políticas de “erradicación concertada” y

“cocaína cero”, que dejan la puerta abierta a la

negociación.

La lucha por erradicar la coca en Bolivia ha sido vio-

lenta y costosa en términos medio ambientales y de

violaciones de los derechos humanos. Cultivada en

Bolivia desde hace siglos y preciada mercancía en la

época precolombina, se convirtió en un cultivo impor-

tante para la base de producción de la cocaína a par-

tir de los años 70. Pese a que inicialmente se había

tratado de un cultivo que se daba esencialmente en la

zona alta de Los Yungas, los 70 convirtieron el

Chapare en el área cocalera principal.

La crisis económica de los 80 tuvo como consecuen-

cia la multiplicación por 10 de la población del

Chapare, al que emigraron muchos de los trabajado-

res de las minas que se cerraron (Potosí y Oruro) tras

la esperanza de poder ganarse la vida con un cultivo

que producía tres o cuatro cosechas anuales, no se

veía afectado por las pestes y tenía precios mucho

más altos que otros productos de la zona como el pal-

mito, la piña o el maracuyá. En esta misma época

aumentó la demanda de cocaína (por parte de EEUU

y Europa, fundamentalmente) y comenzó el “Plan

Dignidad” del segundo mandato de Hugo Banzer, pre-

ludio de la política de “coca cero” y ocasión de oro
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Clindgendael, Unidad de Investigación de Conflictos, marzo de 2006.



para la intromisión estadounidense en operaciones en

territorio boliviano, donde el ejército asediaba a las

comunidades de cocaleros violentamente, con la con-

secuencia de varias muertes.

Éstas fueron las circunstancias que favorecieron la

organización sindical cocalera de la que proviene Evo

Morales. Cuanto mayor era la represión y la tutela de

Washington, mejor la organización sindical.

El problema de la intromisión de la política de dro-

gas en la cuestión de la coca en Bolivia es que evita

su concepción y tratamiento en el marco de las polí-

ticas sociales. El MAS defiende el cato de coca por

familia y la reconversión de los usos para la comer-

cialización de la hoja de coca en productos como el

mate, considerando la hoja de coca como un recurso

natural más. Es un No frontal a la radicalización de

la cuestión, proponiendo más bien una racionaliza-

ción de las respuestas al problema. El 9 de octubre de

2006 el Presidente Morales anunció, por ejemplo, la

inversión de medio millón de dólares financiados por

el Gobierno de Venezuela en el marco del Tratado de

Comercio de los Pueblos (TCP) de Bolivia, Cuba y

Venezuela para la industrialización de la hoja de

coca.46 Asimismo, Venezuela se comprometió a com-

prar toda la producción de los productos manufactu-

rados.

La cuestión del correcto manejo de la coca es vital

para las relaciones internacionales bolivianas y, por

ende, también para el devenir nacional. Cuando

Morales viajó a Europa antes de su investidura como

Presidente, los mensajes que recibió de los mandata-

rios europeos fueron claros: tendría apoyo si velaba

por la seguridad jurídica de las empresas extranjeras

y si colaboraba en la lucha contra las drogas.

El giro que dio Morales a la cuestión fue establecer

claramente la diferencia existente entre la coca y la

cocaína, y entre los que cultivan la hoja y los narco-

traficantes. Para poder afrontar este asunto sin vio-

laciones de los derechos humanos, con dignidad y sin

una pérdida de la soberanía nacional como venía

siendo tradición con los pasados gobiernos, donde se

llegó a aceptar el término de la “soberanía limitada”.

Evo Morales cambió el enfoque y se mostró abierto a

las negociaciones con todas las partes, velando en pri-

mera instancia, por la seguridad y las demandas del

pueblo boliviano.

Las políticas internacionales antidrogas no han logra-

do jamás sus objetivos de erradicación del narcotráfi-

co y las víctimas se cuentan más entre los campesi-

nos pobres, que entre los verdaderos capos del nego-

cio. Según Theo Roncken, investigador de Acción

Andina-Bolivia, en muchas ocasiones la guerra inter-

nacional contra las drogas ha sido calificada como

una guerra falsa por dos razones: en primer lugar,

porque nunca logrará el supuesto objetivo que persi-

gue de la disminución del consumo de drogas por los

humanos. En segundo lugar, porque ha impulsado

cambios económicos, políticos y militares que favore-

cen selectivamente los intereses de personas y grupos

de gran influencia y poder político. Del mismo modo,

“algunos analistas sostienen que antes que una lucha

contra las drogas, se trata de una lucha por el control

del negocio de las drogas y sus ganancias”.47

X. Conclusiones

La victoria del Gobierno del Movimiento al

Socialismo en diciembre de 2005 supuso un cambio

decisivo en la política boliviana y ofrece una oportu-

nidad única para el desarrollo e implantación de un

nuevo modelo de Estado más incluyente. La mayor

parte de la población ha estado excluida, y tiene una

percepción de profunda exclusión de los procesos

políticos y de explotación económica.
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La legitimidad del Gobierno de Evo Morales, sostenida

por una amplia participación en las elecciones, mayo-

ría absoluta de los votos y una base enraizada en los

movimientos sociales del país debe mantenerse

mediante una correcta y hábil gestión de las expectati-

vas crecientes que ha generado su llegada al poder

entre esos sectores de la población más desfavorecidos.

Desde su llegada al poder, el Gobierno del MAS ha

avanzado satisfactoriamente en varios frentes y ha

encontrado difíciles obstáculos en otros. Así, ha

logrado avanzar en el proyecto central de nacionali-

zación de los hidrocarburos, con la firma de 44 con-

tratos con empresas extranjeras convertidos en ley

tras su paso por la Cámara de Diputados, y la puesta

en marcha de una Asamblea Constituyente. Estos dos

ejes  constituyen el núcleo del programa de reformas

del MAS. La contraparte de estos dos procesos en

general exitosos, y muy conectados a aquellos más

turbulentos, es el proceso a seguir a partir de ahora.

En el caso de la nacionalización de los hidrocarburos,

ha logrado estabilizar y consolidar la relación con las

empresas extranjeras, pero no está clara la forma en

la que los nuevos ingresos repercutirán en una redis-

tribución de la riqueza y resultados tangibles en

materia de reducción de la pobreza.

En el caso de la Asamblea Constituyente, el disenso

entre MAS y oposición respecto al proceso de aproba-

ción de las reformas constituye una seria fractura que

evidencia un obstáculo mucho mayor: la de las dos

Bolivias y la creciente demanda de autonomía de los

departamentos de la Media Luna (Santa Cruz,Tarija,

Pando y Beni) que recientemente anunciaron su inten-

ción de formar una “Junta Autonómica” para coordi-

nar acciones destinadas a alcanzar la autonomía

departamental plena de esta región. La oposición es la

misma a la que se enfrenta el proceso de reforma agra-

ria, cuestión muy delicada y que ya ha ocasionado la

ruptura de negociaciones entre el Ejecutivo y organi-

zaciones empresariales del agro cruceño, pudiendo

interpretarse como un potencial foco de violencia.

Respecto a la política sobre la coca, el Gobierno de

Morales se ha mostrado hasta ahora hábil mediante

la transformación del discurso tradicional de coca sí

o no, y hablando de la erradicación concertada y el

plan de “cocaína cero”, apuntalando su plan median-

te las inversiones para la industrialización de la hoja

dentro del marco del TCP y generando así un cierto

clima de estabilidad dentro de una de las cuestiones

clave para las relaciones internacionales bolivianas.

La viabilidad de la puesta en práctica de esta postu-

ra de consenso será clave para la estabilidad a largo

plazo, especialmente clarificando si la dicotomía

entre incremento de producción de coca y erradica-

ción del narcotráfico es realista.

XI. Recomendaciones
para la cooperación48

Ante los desafíos a los que se enfrenta Bolivia la

comunidad internacional encuentra el reto de ayudar

y hacerlo de forma efectiva. El 57 por ciento de la

Ayuda Oficial al Desarrollo (AOD) que recibe Bolivia

es europea. Se trata de un volumen de 170 millones

de Euros, de los cuales entre 50–60 por ciento pro-

viene de España. Este país es un donante cuyo papel

no sólo está determinado por el volumen de su coo-

peración, sino también por los lazos históricos y su

experiencia en la solución política en la búsqueda de

un equilibrio entre Gobierno central y autonomía

regional.

Bolivia se encuentra ante la necesidad de cerrar

varias brechas al mismo tiempo:

• Una brecha étnica, expresada en el proceso de

emancipación indígena, acelerado por la elección de

un gobierno cuya plataforma política  expresa la

representación de líderes (y votantes) de los pue-

blos indígenas del Altiplano;
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• Una brecha social, expresada por  los movimientos

sociales que constituyeron en su conjunto “la demo-

cracia de la calle” durante el período convulsivo en

los años 2000–2005. Son en su mayoría los pobla-

dores de los barrios marginales de las grandes ciuda-

des bolivianas, que –igual que los pueblos indígenas-

votaron a favor del Gobierno de Evo Morales; y

• Una brecha regional, que se manifiesta en el movi-

miento autonómico de los departamentos de la

Media Luna, que tienen mayor nivel de desarrollo

que los demás de Bolivia.

Las tres brechas constituyen líneas de división en la

ciudadanía y son amenazas para la estabilidad del

país. Encontrar un equilibrio para la satisfacción de

las diferentes opciones no es tarea fácil para el

Gobierno nacional. La cooperación al desarrollo

puede procurar un soporte estructural a un gobierno

que se plantea administrar el desarrollo económico,

social, cultural y político, a la vez que facilitar las

condiciones para la solución de los tres problemas.

La  parte multilateral de la cooperación (el Banco

Mundial, el Fondo Monetario Internacional y el Banco

Interamericano de Desarrollo) tratará de realizar

aportes en el fortalecimiento de las instituciones finan-

cieras reguladoras en el campo de la macro-economía,

pero al mismo tiempo Bolivia está buscando cómo reo-

rientar las relaciones con las Instituciones Financieras

Internacionales (IFIs) y convendría que la cooperación

europea pudiera ayudar para perfilar esa nueva rela-

ción. El reto más importante para la cooperación euro-

pea es el de no continuar marchando de la mano de las

IFIs, quienes pretenden imponer “coherencia” y definir

la “efectividad” de la ayuda. Se debería contar con un

enfoque propio, más político que comercial, a partir del

nuevo momento que vive el continente.

Del mismo modo, es importante tomar en cuenta la

decisión de Bolivia de estrechar relaciones con

Venezuela, Cuba y MERCOSUR, y firmar los Tratados

de Comercio de los Pueblos.49 La cooperación euro-

pea podría colaborar en el estudio de las alternativas

de mercado y de financiamiento externo. Es impor-

tante que no se perciba la cooperación europea unida

a la estadounidense como bloque que compite con el

ALBA. Europa debería revisar su compromiso con la

lógica de los Tratados de Libre Comercio (TLC), pero

también podría hacer aportaciones para asegurar

favorecer la discusión sobre estos temas.

En la misma dirección, la cooperación europea podría

aportar a la recuperación del papel protagónico del

Estado en el comercio. Esa cooperación debería darse

sin condicionamientos, aportando la capacidad del

Estado y la población de abordar temáticas comercia-

les que son clave para que realmente pueda reducirse

la pobreza. No basta con sólo bajar los aranceles, sino

también ayudar al Estado a asegurar mercados.

La cooperación procedente de Estados Unidos enfati-

zará entre otras cosas la lucha contra la corrupción,

la lucha contra la droga y otros campos de la gober-

nabilidad interesantes para otros Estados. Estos cam-

pos no son áreas donde la cooperación española puede

hacer grandes aportes. La asistencia española, en

cambio, debe dirigirse a aquellos ámbitos en los cua-

les puede hacer un trabajo significativo, por ejemplo:

• Autonomías regionales

• Administración, justicia y estado de derecho

• Empleo y sindicatos

• Lucha contra la pobreza y desarrollo urbano

• Exclusión, desigualdad social e identidades

• Problemática de las empresas multinacionales

europeas 

Autonomías regionales

La asistencia española  puede cooperar en la solución

(parcial) del problema de las autonomías regionales,

poniendo a disposición del Ejecutivo boliviano expe-

riencias y competencias administrativas de las auto-
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nomías españolas. Tanto en materia de administra-

ción, planificación y gestión regional, departamental

y municipal España puede asistir con apoyo institu-

cional, en términos de (facilitación de) legislación y

gobierno regional y local. Del mismo modo, España

podría facilitar los intercambios para que en Bolivia

se conozcan los programas de descentralización dise-

ñados para mejorar la calidad administrativa de la

gestión local institucional en Centroamérica, en tér-

minos de (facilitación de) legislación y gobierno

regional y local.

Administración, justicia y estado

de derecho

El asesoramiento técnico para mejorar el sistema fis-

cal y sentar las bases de un sistema fiscal que des-

centralice funciones tendría unos beneficios de medio

y largo plazo muy importantes para la redistribución

de la riqueza y el bienestar de las personas a través

de una gestión menos burocrática para el Estado y

más cercana a los grupos sociales. El peso que tienen

los ayuntamientos en Bolivia puede facilitar esta

tarea.

En la misma línea, aportaciones al aparato judicial y

asesoramiento de gobierno efectivo subnacional pue-

den ser de gran beneficio para la estabilidad política

de Bolivia.

Empleo y sindicatos

La cooperación internacional puede, asimismo, des-

arrollar programas especiales para la mujer, tanto

con el fin de mejorar las posibilidades de empleo e

ingreso propio como para promocionar la organiza-

ción barrial y profesional. En este sentido se requiere

asistencia técnica y financiera en la generación de

empleo. Dado que la mayoría del empleo nuevo en los

países andinos y centroamericanos es creado por la

economía informal (por ejemplo en Perú, a partir de

finales de los 80 en adelante, tres de cada cuatro

empleos), se debe poner énfasis en las actividades de

pequeña escala, microempresas y actividades de

autoempleo. La cooperación no debe desconocer el

hecho de que las políticas impulsadas por las IFIs, así

como los Tratados de Libre Comercio, atentan contra

el empleo estable, provocan empobrecimiento y, por

ende, emigración y desplazamientos internos.

Un reto a corto plazo es demostrar que las demandas

expresadas por los movimientos populares de protes-

ta, o al menos parte de ellas, serán satisfechas en un

futuro próximo. Pero cualquier programa de distribu-

ción que sea anunciado o puesto en práctica, encon-

trará probablemente resistencia por parte de las cla-

ses medias, que verían sus salarios reducidos, así

como por parte del sector privado, que se vería afec-

tado por la reducción de inversiones.

La capacidad de gasto de Bolivia depende de su

capacidad de generación de ingresos nacionales, y

cualquiera que sea la calidad de los programas cul-

turales, sociales y de integración y emancipación

política, el ingreso de Bolivia y la posibilidad de

generación de empleo, necesitan ser garantizados o

aumentados. Una infraestructura coherente tecnoló-

gica, administrativa y comercial respecto a los

recursos naturales de Bolivia es también indispensa-

ble. Colaborar en una cultura de negociación y tra-

bajar conjuntamente por el consenso es igualmente

esencial para la generación y mantenimiento de un

clima de relaciones estables entre el sector público

y privado.

Por otro lado, es importante la cuestión del liderazgo

cultural, religioso e indígena. El MAS es un conglo-

merado socio-político formado por una variedad de

movimientos con una tradición sindical o gremial muy

importante. Una estrategia comprobada de capacita-

ción que funcione dentro de un contexto democrático

sindical merecería un seguimiento. Para poder cons-

truir un movimiento fuerte y capaz, justo y democrá-

tico, es esencial invertir en la promoción de un nuevo

tipo de liderazgo que pueda enfrentar los desafíos del

futuro.
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Dentro del contexto del programa de educación gene-

ral, se podría apoyar a las instancias educativas boli-

vianas a desarrollar un programa específico para la

capacitación continua de los líderes populares, enfo-

cado en los nuevos dirigentes procedentes de zonas

urbanas, comunidades indígenas, de niveles medios y

bajos de los movimientos populares nacionales y

regionales y de juntas vecinales municipales. A nivel

local, en los barrios, las villas y las comunidades, en

las organizaciones de mujeres y las asociaciones

(micro) empresariales, es donde la democracia bási-

ca popular se origina y también donde se preserva.

Otra medida beneficiosa sería la creación de centros

de entrenamiento continuo para el liderazgo, que

garanticen la participación democrática “desde

abajo” y de esta manera la continuidad del proceso

de emancipación. Es importante que sean los sindica-

tos por sí mismos (así como las instancias educati-

vas), los que diagnostiquen sus necesidades e identifi-

quen los recursos humanos necesarios para impartir

la capacitación. La cooperación puede y debe ayudar

a cohesionar el talento disperso, sobre la base de los

lineamientos de las instancias gremiales o guberna-

mentales correspondientes.

Lucha contra la pobreza y

desarrollo urbano

Son recomendables los fondos de desarrollo munici-

pal y de pequeños proyectos barriales, que tienen a la

vez la ventaja de promover y sostener la participación

popular. Asimismo, se pueden hacer interesantes

aportaciones en programas de desarrollo urbano en

beneficio de las grandes ciudades, los centros de gra-

vitación de la pobreza urbana masiva (en los barrios

de El Alto y La Paz, de Cochabamba y de Santa

Cruz).

Se requiere también asistencia técnica y financiera al

desarrollo urbano integrado. En un continente donde

la gran mayoría de la población vive en ciudades y

donde los barrios metropolitanos y marginados del

extrarradio son por excelencia concentraciones terri-

toriales de pobres, y en los que predomina la econo-

mía del sector informal y la sociedad de los excluidos,

es crucial notar la ausencia de programas de des-

arrollo urbano para cerrar la brecha social y cuyo

propósito sea atenuar la exclusión social. Si se desea

contribuir con programas a largo plazo para solidifi-

car la estabilidad democrática, se debe prestar aten-

ción a las villas, barriadas y comunidades margina-

das, así como a la integración de sus pobres, general-

mente ciudadanos discriminados y emancipados a

medias. Por consiguiente, es recomendable un progra-

ma de atención a largo plazo para el alivio de la

pobreza urbana, asistencia a la provisión de servicios

urbanos, a los sectores específicos del empleo urbano,

la salud pública, (el liderazgo de) asociaciones popu-

lares y la gestión y administración (sub) municipal.

Exclusión, desigualdad  social e

identidades

Se pueden hacer aportaciones a la solución (parcial)

del problema de la exclusión social, mayoritariamen-

te según las líneas étnicas. Se trata de programas de

larga duración en beneficio de la emancipación de los

pueblos indo americanos, especialmente los que-

chuas, aymaras y pueblos amazónicos. Se puede asis-

tir en el desarrollo de una legislación especial que

garantice los derechos de las minorías étnicas.

Igualmente, con programas de apoyo para educación

bilingüe y coexistencia de dos culturas idiomáticas en

la enseñanza, legislación, manejo económico y

ambiente político –asuntos en los cuales España tiene

adquirida gran experiencia.

Un sector importante es la asistencia técnica y logís-

tica para la educación superior bilingüe. Es recomen-

dable poner a disposición del Gobierno –mediante

seminarios o misiones breves de expertos- las expe-

riencias relevantes de emancipación de los pueblos

indígenas, minorías étnicas y segmentos descuidados

de la población en otros países andinos y centroame-

ricanos. Las experiencias de otros países andinos
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como Ecuador y Perú, y centroamericanos, como El

Salvador, Honduras y Guatemala son muy relevantes.

Otro reto para la cooperación en general es asistir

al Gobierno en su actuación ante un proceso de

emancipación democrática y ciudadana a largo

plazo, que tiene que ser acompañado por políticas

públicas estables a largo plazo también. Del mismo

modo, se requiere la asistencia a un proceso de

incorporación de los pobres e indígenas de forma

urgente en las esferas económica, cultural, social y

política del país. También es importante incorporar

a los pobres y  excluidos urbanos en la vida cotidia-

na metropolitana.

Es posible hacer buenas aportaciones en la solución

(parcial) del problema de la desigualdad social, brin-

dando apoyo financiero y técnico en materia de lucha
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contra la pobreza: generando empleo-apoyo a la

pequeña y microempresa, apoyo al autoempleo, ase-

soramiento para el entrenamiento gerencial y empre-

sarial y  la formación de técnicos medios y personas

poco escolarizadas.

Problemática de las empresas

multinacionales europeas 

Por otra parte, debería iniciarse un diálogo entre

agencias gubernamentales locales, organizaciones no

gubernamentales locales y externas y sector privado

nacional e internacional sobre la responsabilidad

social corporativa y el papel de los recursos energéti-

cos  para potenciar políticas de reducción de la

pobreza y otras prioridades.



ANEXO

Listado de
entrevistados

Cochabamba

Esther Balboa, Oficial Mayor de Desarrollo

Humano, Honorable Municipalidad de

Cochabamba

Ana Rosa Angulo, Coordinadora de Programa

Cochabamba/Tarija, Servicio Holandés de

Cooperación al Desarrollo

Fernando Mayorga, Director General, Universidad

Mayor de San Simón

Iván Canelas, Diputado Nacional del Movimiento

al Socialismo (MAS)

José Nogales, Director, periódico La Voz

María Teresa Hosse Sahonero, Directora, Centro de

Comunicación y Desarrollo Andino (CENDA)

Oscar Terán

María Teresa Zegada, Analista Política

Santa Cruz

Elba Flores, Directora de Investigación, Centro de

Estudios Jurídicos e Investigación Social

(CEJIS)

Anita Lema, Historiadora

Ruber Carvalho, Analista y columnista, revista

económica Cash

Jorge Asbún, Abogado constitucionalista

Carlos Molina, Presidente, Centro para la

Participación y el Desarrollo Humano

Sostenible (CEPAD)

Mauricio Bacardit, Director, Pastoral Social de

Cáritas (PASOC)

Dunia Sandoval, Coordinadora del equipo de

Análisis e Investigación, Pastoral Social de

Cáritas (PASOC)

Leonardo Tamborín, Director, Centro de Estudios

Jurídicos e Investigación Social (CEJIS)

Gisela López, Representante del Presidente ante

la Asamblea Constituyente y el Referéndum

(REPAC)

Fernando Vicenti, Dirigente y analista,

Movimiento al Socialismo (MAS).

Juan Carlos Urenda Díaz, Abogado constituciona-

lista asesor del Comité Cívico de Santa Cruz

Bienvenido Saku, Dirigente de pueblos indígenas.

La Paz

Felipe Quispe, ex Dirigente del Movimiento

Indígena Pachakuti y fundador del Ejército

Guerrillero Tupac Katari

Ana María Campero, Directora, Fundación UNIR

Mauricio Medinacelli, ex Ministro de

Hidrocarburos

Antonio Peredo, Senador de la República de

Bolivia

Oscar Ortiz, Presidente, Comité de Política

Económica y Crediticia

Silvia Rivera Cusicanqui, Docente, Universidad

Mayor de San Andrés

Javier Gómez Aguilar, Centro de Estudios para el

Desarrollo Laboral y Agrario

Jorge Lazarte Rojas, Politólogo
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Bolivia es un Estado débil con una sociedad civil dinámica. El funcionamiento, en

general precario, de las diferentes fases del Estado boliviano desde su independen-

cia en agosto de 1825 hasta hoy, ha sido desbaratado una y otra vez por inconteni-

bles rebeliones populares capaces de derrocar un gobierno tras otro.

Las elecciones del 18 de diciembre de 2005 supusieron un momento histórico para

el país al resultar elegido por mayoría absoluta el primer presidente indígena de la

historia bajo el lema de la refundación del Estado, en un país cuya población mayo-

ritariamente indígena lleva siendo excluida durante siglos. Este informe presenta los

desafíos estructurales a los que se enfrenta Bolivia en esta nueva etapa.


